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1.- SENTENCIA 767/2024, DE 30 DE MAYO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 2404/2023 
Ponente: Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 22/05/2024 
 
Materia: Divorcio instando por una persona a la que previamente se le había 
nombrado una curadora para asistirle en la realización de los «actos jurídicos, 
económicos y mercantiles complejos y para la supervisión de su tratamiento 
médico y todo lo relativo a s u salud». El contenido de esta curatela no afectaba 
a la voluntad de pedir el divorcio del matrimonio. Cuestión distinta es que 
pudieran concurrir indicios suficientes que permitieran cuestionar que existiera 
de verdad esa voluntad de pedir el divorcio y que, según se denunciaba en el 
recurso, se hubieran dejado de adoptar de oficio los medios de prueba 
necesarios para constatarlo. 
 

 «En otros procedimientos de familia que afecten a una persona con 
discapacidad y en los que sea relevante su voluntad, por regla general, no tiene 
por qué cuestionarse la voluntad manifestada por su representación legal, razón 
por la cual no tiene sentido que el tribunal se cerciore de oficio de cuál es la 
verdadera voluntad de esa persona mediante una entrevista. No obstante, 
tampoco hay que excluir que en casos muy excepcionales en que concurran 
circunstancias, especiales y relevantes, que constituyan indicios evidentes de 
esa distorsión de la voluntad, un tribunal pudiera acordar de oficio la entrevista 
con esa persona. 

En el presente caso no puede concluirse que el tribunal de apelación haya 
dejado de adoptar medios proporcionados para corroborar que el demandante 
persistía en la voluntad de divorciarse. Es importante prestar atención a la 
situación preexistente a la demanda de divorcio. Al margen de las razones que 
lo justificaran, la realidad es que, cuando el Sr. X interpuso la demanda de 
divorcio, su mujer había dejado de vivir en el domicilio familiar hacía casi tres 
años. Otilia Rodríguez se marchó a vivir con su hija M, quien a su vez había sido 
designada curadora de X.  

El juzgado que dicta la sentencia de divorcio en primera instancia 
expresamente refiere que «de las declaraciones de don X, se desprende que 
tiene conocimiento del objeto del presente procedimiento y de sus 
consecuencias, ya que manifiesta que su esposa hace tres años que abandonó 
el domicilio, y que la pensión se la administra su hija…». 

Las dudas que afloraron en el procedimiento de divorcio, en fase de 
apelación, sobre si el Sr. X persistía en su voluntad de divorciarse, provienen de 
las manifestaciones que la curadora dice haber oído a su padre. El tribunal de 
apelación no obvia estas manifestaciones, sino que convoca a las partes (los 
esposos) y también a la curadora a una comparecencia. Si bien es cierto que en 
la vista tan sólo fue oída la curadora, el presidente del tribunal expresamente se 
dirigió al Sr. X (que estaba asistido por su letrado), se cercioró de que sabía que 
se había cuestionado que persistiera su voluntad de divorciarse, y le concedió 
unos días por si quería manifestarse al respecto. 

Aunque el tribunal hubiera podido hacer una indagación más directa sobre 
esa voluntad cuestionada en el recurso, mediante una entrevista con D. X, en 
atención a los indicios que concurrían y la actuación desarrollada por el tribunal, 
no apreciamos que se haya producido la vulneración denunciada, razón por la 



cual procede desestimar el recurso». Se desestima el recurso extraordinario por 
infracción procesal y el recurso de casación. 
 
2.- SENTENCIA 790/2024, DE 4 DE JUNIO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR INFRACCIÓN 

PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 3645/2019 
Ponente: Excmo. Sr. D. Pedro José Vela Torres 
Votación y fallo: 22/05/2024 
 
Materia: Seguro decenal de daños. Transmisión de la vivienda edificada (interés 
asegurado). Legitimación posterior frente a la aseguradora. 
 

 «En estos casos, el seguro decenal de daños se contrata, aunque no se 
indique así expresamente en la póliza, «por cuenta de quien corresponda». Si el 
propietario del inmueble demanda al promotor o constructor como agentes 
responsables, y estos indemnizan el daño, no podrán sostener que han pagado 
la deuda ajena del asegurador, frente al que ellos eran, en su caso, tomadores 
del seguro, porque al pagar la indemnización, estos agentes no hicieron otra 
cosa que extinguir su propia deuda de responsabilidad civil […] 

 De acuerdo con lo expuesto, desde que el promotor vendió la vivienda 
unifamiliar objeto de construcción (interés asegurado) a un tercero, perdió la 
condición de asegurado y, por tanto, la legitimación para reclamar contra la 
aseguradora con fundamento en el contrato de seguro en el que había dejado 
de ser parte. Legitimación que, desde la transmisión de la vivienda, corresponde 
al adquirente, quien desconocemos si se ha dirigido o no a la aseguradora en 
virtud del contrato de seguro decenal de daños (sobre todo, una vez que obtuvo 
la sentencia condenatoria contra el promotor), lo que podría haber realizado 
desde la compra de la vivienda. 

Lo anterior queda confirmado por la siguiente consideración: si conforme 
a la doctrina mayoritaria, el asegurador que paga la indemnización se subroga 
contra el agente de la edificación al que el defecto le resulte imputable (arts. 43 
LCS y 18.2 LOE) y también contra el promotor -tomador del seguro- cuando 
pierda su condición de asegurado, por haber transferido la totalidad del edificio 
a terceros, carece de sentido que el promotor que ya no es propietario pueda 
reclamar una indemnización que incluso podría serle reclamada por vía de 
repetición». Se desestima el recurso extraordinario por infracción procesal y el 
recurso de casación. 

 
3.- SENTENCIA 857/2024, DE 14 DE JUNIO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 1799/2020 
Ponente: Excmo. Sr. D. Pedro José Vela Torres 
Votación y fallo: 05/05/2024 
 
Materia: Nulidad de gastos hipotecarios en contrato con consumidores. Día 
inicial de la prescripción de la acción de restitución. Aplicación de la doctrina del 
TJUE: salvo en aquellos casos en que la entidad prestamista pruebe que, en el 
marco de sus relaciones contractuales, ese concreto consumidor pudo conocer 
en una fecha anterior que esa estipulación (cláusula de gastos) era abusiva, el 
día inicial del plazo de prescripción de la acción de restitución de gastos 
hipotecarios indebidamente pagados por un consumidor será el de la firmeza de 
la sentencia que declara la nulidad de la cláusula que obligaba a tales pagos. 
 



 «[…] procede dictar una sentencia que asuma lo resuelto por el TJUE (por 
todas, SSTJUE de 5 de octubre de 2010, Elchinov, C-173/09; de 19 de abril de 
2016, DI, C-441/145; y de 1 de julio de 2016, Ognyanov, C-614/14); y cumplir la 
función que, como tribunal de casación, nos corresponde en orden a la 
armonización de la interpretación del Derecho nacional y en aras de la seguridad 
jurídica (SSTJUE de 7 de agosto de 2018, asuntos acumulados C-96/16 y C-
94/17, y 14 de marzo de 2019, C-118/17). 

4.- En consecuencia, salvo en aquellos casos en que la entidad 
prestamista pruebe que, en el marco de sus relaciones contractuales, ese 
concreto consumidor pudo conocer en una fecha anterior que esa estipulación 
(cláusula de gastos) era abusiva, el día inicial del plazo de prescripción de la 
acción de restitución de gastos hipotecarios indebidamente pagados por un 
consumidor será el de la firmeza de la sentencia que declara la nulidad de la 
cláusula que obligaba a tales pagos […] 

 En la fecha en que se celebró el contrato litigioso, el art. 1964 CC 
establecía un plazo de prescripción de quince años para las acciones de esta 
naturaleza, si bien la Ley 42/2015, de 5 de octubre, redujo ese plazo a cinco años 
(sobre el régimen transitorio de esa reforma, sentencia 29/2020, de 20 de enero). 

2.- Al no haber probado la parte demandada que los consumidores 
tuvieran conocimiento de la abusividad de la cláusula de gastos antes de la 
firmeza de la sentencia que declaró su nulidad, no cabe considerar que la acción 
de restitución estuviera prescrita (de hecho, ni siquiera había comenzado el 
cómputo del plazo), por lo que el primer motivo de casación debe ser estimado. 
Y, sin necesidad de examinar los restantes motivos, que atañen a la imposición 
de costas que queda resuelta por la confirmación de la sentencia de primera 
instancia, debe desestimarse el recurso de apelación de la entidad prestamista 
y confirmarse la sentencia de primer grado». Se estima el recurso de casación. 

 
 
 
 
 
         Julio 2024. 
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